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Resumen
El cambio climático es uno de los temas dominantes de nuestro tiempo, pero los 
esfuerzos nacionales e internacionales no corresponden a las expectativas, por 
ello se depositan grandes esperanzas en la criminalización del ecocidio. Este ensayo 
analiza si pueden cumplirse estas expectativas. Para ello, discute la compatibilidad 
del derecho internacional penal y ambiental y las posibilidades del derecho penal 
para proteger al clima mediante la disuasión y la expresividad. Se plantea si debe 
adoptarse un enfoque antropocéntrico o ecocéntrico para el ecocidio. En particu-
lar, se contempla la compatibilidad de la protección del medio ambiente con los 
intereses humanos legítimos y nuestra limitación a las perspectivas humanas. Por 
último, se cuestiona que la Corte Penal Internacional (cpi) sea el foro adecuado 
para la criminalización del ecocidio y se debate la responsabilidad penal individual 
y la aplicación selectiva de la cpi.

Palabras clave: ecocidio; efecto disuasorio y expresivo; enfoque antropocéntrico; 
responsabilidad penal internacional; aplicación selectiva de la cpi.
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Abstract

Climate change is one of the major issues of our time, but national and interna-
tional efforts do not live up to their expectations. Therefore, high hopes are placed 
on the criminalisation of ecocide. This essay examines whether it can meet these 
expectations. In doing so, it discusses the compatibility of international criminal 
and environmental law and the possibilities of criminal law to protect the climate 
through deterrence and expressiveness. Then it asks whether an anthropocentric 
or ecocentric approach to ecocide should be adopted. Particular attention is paid 
to the compatibility of environmental protection with legitimate human interests 
and our limitations to human perspectives. Finally, it is questioned whether the  
International Criminal Court (icc) is the appropriate forum for the criminalisation 
of ecocide. Here, individual criminal responsibility and the selective enforcement of 
the icc are discussed.

Keywords: ecocide; deterrent and expressive effect; anthropocentric approach; 
individual criminal responsibility; selective enforcement of the icc.

Resumo

A mudança climática é uma das questões dominantes de nosso tempo, mas os 
esforços nacionais e internacionais não estão à altura de suas expectativas. Como 
resultado, grandes esperanças são depositadas na criminalização do ecocídio. Neste 
artigo, analisa-se se ela pode corresponder a essas expectativas. Para isso, discute- 
se a compatibilidade entre o direito penal internacional e o direito ambiental, e as 
possibilidades do direito penal de proteger o clima por meio da dissuasão e da 
expressividade. Em seguida, questiona-se se deve ser adotada uma abordagem 
antropocêntrica ou ecocêntrica do ecocídio. Em particular, contempla-se a compati-
bilidade da proteção ambiental com os interesses humanos legítimos e nossa limitação 
às perspectivas humanas. Por fim, questiona-se se o Tribunal Penal Internacional é 
o fórum apropriado para a criminalização do ecocídio. Aqui, discutem-se a respon-
sabilidade penal individual e a aplicação seletiva do Tribunal Penal Internacional.

Palavras-chave: ecocídio; efeito dissuasivo e expressivo; abordagem 
antropocêntrica; responsabilidade penal internacional; aplicação seletiva do 
Tribunal Penal Internacional.
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Introducción
El cambio climático es uno de los mayores desafíos de nuestra generación y sus 
efectos ya son visibles en todo el mundo: desde sequías e inundaciones en la India 
hasta huracanes en las Bahamas, pasando por incendios forestales en Australia y 
olas de calor sin precedentes en Europa (oecd, 2021, pp. 22-23). Aunque el cambio 
climático afecta a personas de todo el mundo, aquellos que menos repercuten al 
problema ambiental se encuentran en mayor riesgo (Lee et al., 2023, p. 51). Lo an-
terior llevó a un aumento de los esfuerzos nacionales e internacionales para reducir 
las emisiones de co2 de la atmósfera, en particular, a través del Acuerdo de París 
en el que 175 países se comprometieron a limitar el calentamiento global muy por 
debajo de 2°C y a esforzarse por mantenerlo por debajo de 1.5°C. Sin embargo, las 
políticas y acciones globales no han sido suficientes, pues los esfuerzos nacionales 
aún no han logrado cumplir los acuerdos internacionales (Calvin et al., 2023, p. 57).

Con las medidas adoptadas y anunciadas hasta ahora, es probable que el aumento de la 
temperatura global supere los 1.5°C y cada vez sea más difícil limitar el incremento 
por debajo de los 2°C. Peor aún, si seguimos por el camino actual, la temperatura 
media global aumentaría entre 2.2°C y 3.5°C (Lee et al., 2023, p. 57). Esto tendría 
consecuencias catastróficas: incluso con un calentamiento global de 2°C, según unos 
cálculos del modelo, el nivel del mar subiría 56 cm para el año 2100 (Rasmussen et al., 
2018, p. 6) y el 70 % de la población mundial sufriría al menos una ola de calor 
severa cada 20 años; el 28 % de la población mundial llegaría incluso a sufrir una 
ola de calor extrema cada 20 años (Dosio et al., 2018, p. 7).

Ante la decepción de la política climática global, los ecologistas han buscado 
nuevas formas y mecanismos para proteger el clima y frenar el cambio climático. 
Recientemente, la implementación del ecocidio en el Estatuto de la Corte Penal 
Internacional (cpi) ha reaparecido en el debate académico. Por ejemplo, el Indepen-
dent Expert Panel for the Legal Definition of Ecocide (iep), apoyado por la Stop 
Ecocide Foundation, publicó una definición de ecocidio en 2021 y propuso su 
incorporación al Estatuto de Roma como nuevo Artículo 8ter (iep, 2021). Esta pro-
puesta ha recibido apoyo, pero también fuertes críticas. Si bien la definición exacta 
y la inclusión del ecocidio son muy controvertidas, la mayoría de las voces están 
a favor de utilizar el derecho penal internacional y nacional para procesar a los 
peores infractores del medio ambiente (Palarczyk, 2023, pp. 205-207; Robinson, 
2022, pp. 344-345).

Con base en lo expuesto, me gustaría primero discutir acerca de si la criminali-
zación del ecocidio resultaría ser eficaz. Para ello, se abordarán los conflictos entre 
el derecho internacional ambiental (dia) y el derecho internacional penal (dip), 
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así como el efecto disuasorio y expresivo del dip. A continuación, se planteará si se 
debe adoptar un enfoque ecocéntrico o antropocéntrico de la criminalización del 
delito de ecocidio, antes de examinar si la cpi es el foro adecuado para este crimen. 
En este sentido, se analizará la responsabilidad penal individual y se investigará si 
las críticas conocidas a la cpi pueden aplicarse también al ecocidio.

1. La criminalización del ecocidio
En primer lugar, surge la pregunta de si una criminalización internacional de los 
daños medioambientales, a través de la introducción del ecocidio, sería dogmáti-
camente deseable y eficaz para la protección del medio ambiente. Llama la atención 
que el derecho penal se esté convirtiendo cada vez más en el instrumento favorito 
para el cumplimiento de las normas más importantes tanto a nivel nacional como 
internacional, mientras que la persecución de los daños medioambientales se ha 
quedado fuera hasta ahora, a pesar de la actualidad política del cambio climático 
(Mégret, 2011, p. 201).

De hecho, la criminalización del ecocidio ha sido objeto de numerosas críticas 
en la literatura académica. Se destacan dos puntos en particular: el dia es poco 
compatible con el dip y la criminalización no es el medio adecuado para iniciar las 
reformas sociales necesarias.

1.1. Ecocidio: entre derecho ambiental y derecho penal

El primer punto de crítica se centra en la interacción entre el derecho ambiental y 
el dip. Estas dos ramas del derecho se desarrollaron por separado (Mégret, 2011, 
p. 220) y siguen teniendo pocos puntos de contacto.1 De hecho, parece haber una 
gran brecha entre estas dos áreas. La armonización del dip y del dia es, por tanto, el 
último reto para la introducción de un delito de ecocidio (Palarczyk, 2023, p. 150).2 
Algunos críticos incluso asumen que tal armonización es imposible desde el prin-
cipio. Esto se justifica por el hecho de que el dia tiene características y principios 
únicos que lo distinguen de otros ámbitos del derecho, y lo hacen incompatible 
(Brickey, 1996, p. 490). A continuación, definiremos las características del dia y 
analizaremos si son compatibles con las del dip.

1 El dia aún no se encuentra en la fase de desarrollo en la que podría imponer responsabilidad penal por 
la violación de sus normas (Wyatt, 2010, p. 616) y los tribunales penales internacionales tienen una 
jurisdicción muy limitada sobre los delitos medioambientales (Pereira, 2020, p. 222).

2 Robinson (2022) habla del problema más difícil del ecocidio —“By far the most difficult issue in 
ecocide”— (p. 332).
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1.1.1. Compatibilidad de las características del DIA con el DIP
El dia y el dip son dos ámbitos jurídicos radicalmente distintos, con caracterís-
ticas y rasgos diferentes. El primero se basa fundamentalmente en el equilibrio y la 
ponderación de diferentes intereses. Por ejemplo, el principio de desarrollo soste-
nible sopesa los intereses y objetivos ecológicos y económicos (Baker, 2015, p. 7),3 
mientras el principio de responsabilidad común pero diferenciada expresa que si 
bien los Estados tienen el deber común de proteger el medio ambiente, las normas eco-
lógicas pueden variar según la responsabilidad histórica, las posibilidades técnicas 
o el interés legítimo en el desarrollo (Sands et al., 2012, pp. 233-236; Winter, 2023, 
p. 10). Por lo tanto, el dia no reconoce ninguna prohibición absoluta de determi-
nados comportamientos; las normas más estrictas del dia se diseñan teniendo en 
cuenta las necesidades especiales y la falta potencial de posibilidades de los países 
en desarrollo (Robinson, 2022, p. 315).

Aunque también existe cierto margen de consideración en el dip,4 este no es com-
parable en absoluto al margen de decisión del dia. Al contrario, el principio nullum 
crimen sine lege desempeña un papel central en el derecho penal (Rauter, 2017,  
p. 19). La Comisión Preparatoria de la cpi (1996) también subrayó que los críme-
nes del Estatuto de Roma deben definirse con claridad, precisión y especificidad. Así, 
debe evitarse cualquier ambigüedad (un Ad Hoc Committee on the Establishment 
of an International Criminal Court, 1995). Según los críticos, esta rigidez y preci-
sión no son compatibles con el proceso de equilibrar del dia.5 Equilibrar los dis-
tintos intereses es un proceso social y político que debe dar cabida a debates y 
diferencias de opinión. En cualquier caso, no es adecuado para definir los delitos 
que “conmueven profundamente la conciencia de la humanidad” (Preámbulo, 
Estatuto de Roma).6

Con el fin de dar cabida a las consideraciones de los Estados y a sus distintas 
implementaciones, las normas del dia, como el principio de precaución,7 además, 
suelen ser vagas y amplias (Mégret, 2011, p. 224; Mégret, 2013, p. 55; Palarczyk, 2023, 

3 Por un lado, el principio expresa la preocupación de que los modelos actuales de desarrollo económico 
no sean sostenibles (Millennium Ecosystem Assessment (Program), 2005), pero, por otro lado, también 
reconoce el interés de los países, especialmente del sur global (Segger, 2013, p. 19).

4 El artículo 51.5.b. del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra de 1977, por ejemplo, sopesa el 
daño a los civiles frente al beneficio militar de un ataque.

5 Rawal (2022) compara casi poéticamente la implantación del dia en el dip con casar un cuadrado con un 
círculo —“marrying a square to a circle”— (p. 281).

6 También, a este respecto ver Branch y Minkova (2023, p. 67).
7 El principio de precaución se definió en el Principio 15 de la Declaración de Río: “Cuando haya peligro 

de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la degradación del 
medio ambiente”.
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p. 161). Esto podría ser de nuevo problemático en relación con el principio nullum 
crimen sine lege. Así, el iep (2021), por ejemplo, ha prescindido por completo de 
una lista de actos cubiertos por el delito en su definición de ecocidio. Sin embargo, 
esto resulta en incertidumbre en cuanto a qué comportamiento específico está cu-
bierto por el ecocidio y, por lo tanto, viola probablemente el principio de legalidad 
(Gillett, 2022, p. 309; Mührel, 2022, p. 335). Por otro lado, una lista clara de actos 
prohibidos, como la que vemos en los crímenes del Estatuto de Roma, limitaría el 
alcance del delito y haría imposible casi cualquier forma de equilibrio de intereses, 
que es inseparable del dia.

1. 2. Enfoques de solución

Entonces, ¿fracasó el proyecto de ecocidio antes de empezar debido a la incompati-
bilidad del dia y del dip? No necesariamente. De hecho, existen buenos argumentos 
a favor de la implementación del ecocidio en el dip. Por un lado, este no es ajeno a  
los daños medioambientales. Por ejemplo, el Estatuto de Roma ya penaliza los 
daños medioambientales extensos, duraderos y graves en el contexto de un con-
flicto armado (Estatuto de Roma, art. 8. 2. b. iv). Un delito de ecocidio simplemente 
ampliaría esta responsabilidad penal.

Por otro lado, son fácilmente concebibles los daños medioambientales, cuyo 
nivel de injusticia es comparable al de los demás crímenes internacionales. Pen-
semos, por ejemplo, en la quema de más de 600 pozos petrolíferos en Kuwait por 
parte del ejército iraquí durante la primera Guerra del Golfo que desencadenó una 
catástrofe medioambiental masiva (Lindén et al., 2004, p. 21; de Paor, 2020, p. 295). 
Además, el derecho civil y el administrativo llegan a sus límites cuando se trata de 
sancionar las violaciones a las obligaciones medioambientales (McLaughlin, 2000, 
pp. 377-378). Es decir, el derecho penal puede ayudar mediante un procesamiento 
único criminal cuando el derecho civil y el administrativo no alcancen.

Para su incorporación, primero hay que resolver las dificultades de la definición 
del delito de ecocidio; debe ser tan estricta y precisa que cumpla los requisitos del 
dip (sobre todo el principio de legalidad), pero al mismo tiempo debe ser lo suficien-
temente amplia como para hacer justicia al dia. El objetivo no es encontrar una 
solución perfecta, sino simplemente la mejor solución disponible (Robinson, 2022, 
p. 315). Un enfoque propone que en lugar de basarse en una lista completa de actos 
prohibidos8 o en la mera formulación de estándares legales,9 se debe confiar en una 
combinación de ambos (Robinson, 2022, p. 341).

8 Como, por ejemplo, en el delito de crímenes de guerra (Estatuto de Roma, art. 8).
9 Como, por ejemplo, en la definición de ecocidio del iep.
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De acuerdo con el dip, este enfoque se basa generalmente en una lista de actos 
prohibidos, pero añade una disposición general (Mührel, 2022, p. 337). El hecho de 
que la lista se mantenga abierta confiere al delito cierta flexibilidad limitada (Rawal, 
2022, p. 286). Esto es crucial para el ecocidio, ya que no es posible integrar de ante-
mano en el delito todos los daños medioambientales concebibles, puesto que con el 
avance del desarrollo científico y tecnológico surgen nuevas posibilidades de daños 
de este tipo (Neira et al., 2019, pp. 132-133); la catástrofe nuclear de Chernóbil es 
solo un ejemplo. La inclusión de una disposición general tampoco es ajena al dip. Por 
ejemplo, el delito de crímenes de lesa humanidad incluye “otros actos inhumanos 
de carácter similar” (Estatuto de Roma, art. 7. 1. k). Esta propuesta aún está muy le-
jos de una solución concreta. No está nada claro con qué amplitud se interpretaría 
tal disposición general.10 Sin embargo, demuestra que el legislador tiene formas de 
diseñar un delito de ecocidio que contenga elementos tanto del dip como del dia.

Quizá el problema de compatibilidad de ambos ámbitos del derecho no sea tan 
grande como parecía inicialmente. La vaguedad de las normas medioambientales 
solo tiene que ser un problema transitorio. Gran parte del dip se basaba originalmen-
te en normas imprecisas y vagas, que se han precisado y han evolucionado con 
el tiempo (Mégret, 2011, p. 237). Por ejemplo, la Convención sobre el Genocidio 
se estableció con fines puramente humanitarios y civilizadores (Reservations to the 
Convention on Genocide, Advisory Opinion: icj Reports 1951, p. 15, 23), pero el 
delito de genocidio fue desarrollado por los tribunales penales internacionales para 
la ex Yugoslavia y Ruanda y adaptado a la práctica del derecho penal (Lippman, 2012, 
pp. 21-22; Mégret, 2013, p. 55). Cabe suponer que el ecocidio también se adaptaría 
rápidamente a los requisitos del dip en la práctica.

El problema de ponderación de intereses del dia también parece mayor de lo que 
realmente es. El dip no pretende perseguir todos los crímenes que entran dentro 
de su jurisdicción, sino que se concentra en “los crímenes más graves de trascen-
dencia para la comunidad internacional en su conjunto” (Preámbulo, Estatuto de 
Roma). Para la mayoría de estos crímenes, el daño al medio ambiente será totalmen-
te desproporcionado respecto de cualquier beneficio económico o de otro tipo. Por 
lo tanto, en muchos casos no será necesaria una ponderación de los intereses 
(Robinson, 2022, p. 317). Así, la compatibilidad del dia y del dip no es un obstáculo 
insuperable. Los conflictos resultantes son menores de lo que parece a primera 
vista y hay formas de combinar las dos áreas.

10 Mührel (2022) teme, por ejemplo, que una disposición general pueda entrar en conflicto con el principio 
de legalidad (p. 337).
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2. ¿El ecocidio como instrumento de reforma social?
Hay grandes esperanzas en la criminalización del ecocidio. El objetivo principal es 
combatir el cambio climático antropogénico; la definición del iep, por ejemplo, 
se elaboró en este contexto. Al mismo tiempo, el ecocidio debe influir en las deci-
siones políticas y, en el mejor de los casos, incluso decolonizar el derecho interna-
cional (Branch & Minkova, 2023, p. 70; Lindgren, 2018, pp. 539-543).

Para combatir eficazmente el cambio climático y enfrentar la crisis medioambien-
tal es necesario un cambio fundamental en nuestro modo de vida. Tenemos que 
reconvertir nuestra sociedad hacia la energía verde, el transporte ecológico, menos 
consumo, etc. Esto solo puede lograrse mediante reformas sociales de gran alcance 
(Baste & Watson, 2021, pp. 101-105). Una crítica frecuente al ecocidio es que el dere-
cho penal es un instrumento contundente que no es capaz de llevar a cabo reformas 
sociales tan complejas (Drumbl, 2009, p. 22; Mührel, 2022, pp. 338-339; Robinson, 
2022, pp. 316-317; Winter, 2023); “No se puede tejer una manta con un mazo” 
(Robinson, 2022, p. 322).11 En lugar de intentar utilizar el derecho penal como pana-
cea y, por tanto, ampliarlo cada vez más, habría que reducirlo a sus funciones prin-
cipales (Gärditz, 2016, p. 641; Valerius, 2011, pp. 339-340). No en vano, tanto en 
las jurisdicciones nacionales como en el derecho internacional se reconoce que el 
derecho penal solo puede ser la ultima ratio debido a la severidad de su amenaza de 
castigo (Haffke, 2001, p. 959; Robinson, 2022, p. 322).12 En efecto, el castigo estatal 
como fin en sí mismo carece de legitimidad. Al contrario, el derecho penal debe ser-
vir siempre a un fin social (Haffke, 2001, p. 956). Para saber si la criminalización del 
ecocidio es legítima, debemos, por lo tanto, examinar si puede contribuir al cambio 
social necesario para la protección del clima.

2. 1. Disuasión

Una forma en que el ecocidio puede evitar nuevos daños medioambientales es a 
través del efecto disuasorio del derecho penal. La convicción de que la amenaza del 
castigo puede disuadir de la comisión de delitos es un concepto fundamental del de-
recho penal (Paternoster, 2010, p. 766). Se basa en el supuesto de que los actores 
sopesan racionalmente los costos y beneficios de sus acciones (Hodgson, 2021, 
pp. 915-916; Paternoster, 2010, p. 782). Aquí, la certeza, rapidez y severidad de 
las sanciones son factores relevantes (Paternoster, 2010, pp. 783-784; Pinto Andrade, 
2023, pp. 66-69). La ventaja de las sanciones penales sobre las económicas es 

11 “One cannot knit a blanket with a sledgehammer.”
12 Sin embargo, este principio apenas tiene importancia en la práctica del derecho penal (Gärditz, 2016, p. 

641); Florio (2023) incluso califica el principio de cuento de hadas —“fairy tale”— (p. 137).
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que estas últimas no son más que un factor de costo económico adicional. Así, 
las empresas pueden trasladar este riesgo a sus clientes en forma de aumentos de 
precios, y los gobiernos pueden trasladarlo a sus ciudadanos en impuestos (Posner, 
2007, p. 1940). Sin embargo, esto no conduciría necesariamente a un cambio de 
comportamiento.13 En cambio, las sanciones penales normalmente no pueden re-
percutir en el precio a los clientes; “los directores ejecutivos no pueden trasladar 
tiempo de cárcel a los consumidores” (Schumer, 1992).14 Por eso, un gran número  
de jurisdicciones ya utilizan el derecho penal para hacer cumplir las normas 
medioambientales (Camproux Duffrène & Jaworski, 2021, p. 45). A pesar de que 
las primeras teorías sobre la disuasión se escribieron en el siglo xviii15 y de que los 
fundamentos del efecto han sido bien investigados, todavía sigue siendo difícil de-
terminar el significado exacto y el impacto de la disuasión (Tauchen et al., 1994, 
p. 399). No obstante, existen pruebas sólidas de la disuasión mediante sanciones 
penales, particularmente en la legislación nacional (Smith, 1995, p. 264; Tauchen et al., 
1994, pp. 404-411). La situación es diferente en el dip. La investigación empírica 
sobre el efecto disuasorio de la cpi, por ejemplo, no arroja resultados claros; existe 
incluso la posibilidad de que las intervenciones de la cpi tengan el efecto contrario 
(Hodgson, 2021, p. 920).16 La disuasión del dip se cuestiona principalmente con el 
argumento de que los autores de crímenes internacionales generalmente no actúan 
racionalmente y, por lo tanto, ni siquiera realizan el análisis costo-beneficio nece-
sario para el efecto disuasorio. Es absurdo suponer que “el típico purificador nacio-
nalista enloquecido o el niño soldado abusado serán disuadidos por la perspectiva 
de enfrentarse a un juicio” (Mégret, 2001, p. 203).17

Este argumento parece referirse principalmente a los autores directos, a los que 
llevan a cabo los delitos materialmente. Sin embargo, el dip pretende procesar a los 
máximos responsables de los respectivos delitos (Paper on some policy issues before 
the Office of the Prosecutor, 2003, p. 7). Se trata de los comandantes, líderes y 
planificadores de crímenes internacionales. Se puede suponer que estos individuos 
de alto rango actúan al menos en principio de manera racional y en pos de un plan 

13 Si acaso, podría considerarse un cambio de comportamiento debido a la menor competitividad como 
consecuencia del aumento de los precios, pero este se discute de forma controvertida en la literatura 
(Schirmer, 2023, pp. 384-390).

14 “Chief executives can’t pass jail time on to consumers.”
15 Dei delitti e delle pene de Cesare Beccaria, 1764, y An Introduction to the Principles of Morals and 

Legislation de Jeremy Bentham, 1789.
16 Sin embargo, la falta de pruebas empíricas no indica necesariamente la ausencia del efecto disuasorio. 

Así, aunque la disuasión tenga éxito, apenas es posible encontrar pruebas del efecto disuasorio, (Mennecke, 
2007).

17 “the average crazed nationalist purifier or abused child soldier (…) will be deterred by the prospect of 
facing trial.”
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estratégico (Cronin-Furman, 2013, p. 440). Sin embargo, no se puede descartar que 
estos también actúen de forma irracional, por ejemplo, por fanatismo religioso. 
En especial, parece plausible que la racionalidad de las decisiones disminuya en el 
transcurso de un conflicto. Estos argumentos hablan en contra o al menos a favor 
de una disuasión reducida de las normas actuales del dip. Sin embargo, esto no 
puede trasladarse sin más al ecocidio. A diferencia de los actuales crímenes de la 
cpi, el ecocidio no requiere un conflicto o ataque. Más bien se centra en los daños 
medioambientales en tiempos de paz.18 Estos daños medioambientales suelen ser 
ordenados por los líderes económicos. Para estos, la capacidad de pensar y actuar 
racionalmente desempeña un papel decisivo (Mégret, 2011, p. 235; Mégret, 2013, 
p. 54). También falta la situación excepcional típica de los conflictos, que podría 
llevar a decisiones irracionales. Por tanto, cabe suponer que los ecocidios se ordenan 
racionalmente y sobre la base de análisis de costo-beneficio. El efecto disuasorio 
del ecocidio es, por tanto, bastante fuerte.

2. 2. Expresividad

La disuasión parece ser un buen instrumento para prevenir el daño ambiental, 
pero difícilmente puede provocar un cambio en el conjunto de la sociedad. Aquí, una 
segunda característica del dip podría ayudar: su función expresiva. Las normas 
penales comunican valores y, por tanto, pueden cambiar las normas sociales 
(Cooter, 1998, p. 586; Glasgow, 2015, p. 602).19 Identifican y estigmatizan los com-
portamientos poco éticos e influyen así en los valores (Drumbl, 2009, p. 22). Por 
un lado, las leyes expresivas pueden crear o destruir sistemas de valores comunita-
rios; por otro lado, también pueden cambiar los valores individuales (Cooter, 1998,  
p. 586). En este contexto, al igual que en el caso de la disuasión, se realiza un análisis 
costo-beneficio. Seguir una norma puede generar beneficios como la aceptación y 
el reconocimiento social, que compensan los costos de su cumplimiento. Sin em-
bargo, la violación de una norma va acompañada de altos costos sociales, además 
de la sanción penal (Cooter, 2000, pp. 7-8). Por ejemplo, alguien que tira basura a la 
calle es castigado con el desprecio social. Esto es una motivación para seguir la nor-
ma y tirar la basura en un contenedor, aunque suponga más esfuerzo. Así, las normas 
expresivas refuerzan los valores constitucionales y crean una cultura que recom-
pensa los comportamientos conformes a las normas (Drumbl, 2009, p. 22). Pero 
las normas también se aplican intrínsecamente. Por ejemplo, alguien que viola una 
norma interiorizada siente culpa o vergüenza, lo que le lleva a seguir la norma 

18 El daño medioambiental en el contexto de un conflicto armado ya está tipificado como delito en el 
Estatuto de Roma en el artículo 8.2.b.iv.

19 Así lo subrayó también el filósofo Jeremy Bentham (1970, p. 307).
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(Funk, 2005, p. 523). Por tanto, las normas expresivas tienen un efecto pedagógico 
(Drumbl, 2009, pp. 21-22).

Las normas expresivas se encuentran en todo el dip (Stahn, 2020, p. 23). Por 
ejemplo, los crímenes de la cpi comunican valores claros y estigmatizan el compor-
tamiento contrario en los términos más enérgicos posibles. El mejor ejemplo de 
esto es el genocidio. Existe una verdadera mística en torno al crimen que va mucho 
más allá del contenido del delito (Schabas, 2012, pp. 99-124). Incluso se argumenta 
que la expresividad es inseparable de la arquitectura del dip (Aksenova, 2017, p. 478) 
y que es la forma más eficaz que este tiene para ejercer una influencia mundial 
(Sloane, 2007, pp. 69-71). Esta función expresiva también es un objetivo del ecocidio. 
El solo nombre lo deja claro: “ecocidio”, es una clara referencia al genocidio como el 
crimen supremo (Mührel, 2022, p. 327; Pezzot & Graf, 2022).20 El efecto expresivo 
de las leyes es particularmente fuerte cuando son bien publicitadas y los valores 
que las sustentan son, al menos en términos generales, aceptados por la población 
(McAdams, 2000, p. 362). Este es el caso con el ecocidio. Los gobiernos, la ue, el 
Secretario General de la onu, incluso el papa habla de ecocidio (Pezzot & Graf, 
2022). Así que no hay ningún problema de publicidad. La aceptación básica tam-
bién está ahí. Una mayoría en todo el mundo apoya una amplia gama de medidas 
de protección del clima y también está dispuesta a adaptar su propio comporta-
miento (oecd, 2022, pp. 20-21). Por lo tanto, el efecto expresivo del ecocidio puede 
considerarse bastante fuerte. Al estigmatizar los daños medioambientales extensos 
no como una simple violación de las normas, sino como uno de los peores críme-
nes internacionales, el ecocidio puede transformar ecológicamente los valores y 
comportamientos sociales (Kersting, 2021; Robinson, 2022, p. 318; Winter, 2023, 
pp. 4-5). Además, puede hacer hincapié en la responsabilidad compartida por los 
daños medioambientales causados por el cambio climático (Keenan, 2019, pp. 102-
104); puede cambiar nuestra perspectiva sobre los comportamientos perjudiciales 
para el medio ambiente y, sobre todo, nuestro propio papel en el cambio climático. 
El cambio social resultante puede aportar una importante contribución a la lucha 
contra el cambio climático (Stahn, 2020, p. 52).

2. 3. La combinación de disuasión y expresividad

Como ya hemos visto, las dos características mencionadas del dip: la disuasión y 
la expresividad, son capaces de influir en el comportamiento de las personas. La 
disuasión impide directamente la comisión de delitos, mientras que la expresividad 

20 La referencia al genocidio en el nombre también se utiliza para otros delitos, como el feminicidio 
(Kersting, 2021); en este contexto, no es ninguna coincidencia que el iep publicara su definición de 
ecocidio exactamente 75 años después de la apertura de los juicios de Núremberg.
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persigue más el cambio social y fomenta el cumplimiento de las leyes del derecho 
penal. A continuación, veremos cómo interactúan entre sí estas dos funciones.

La psicología describe la tendencia humana a considerar apropiado cierto com-
portamiento cuando muchas personas se comportan de forma similar (Cialdini, 
2009, pp. 97-109). Este principio se denomina principio de prueba social (Funk, 2005, 
p. 523; Roy, 2021, p. 238). Por ejemplo, es más probable que cruce un semáforo en 
rojo si otros hacen lo mismo que si todos los demás peatones se detienen. Esto puede 
explicarse expresivamente: está bien documentado empíricamente que las personas 
que se comportan respetuosamente de la ley califican los delitos como más graves que 
las personas que los han cometido (Figlio, 1975, p. 199; Levi & Jones, 1985, p. 244). 
Las personas que no consideran grave un delito también están menos dispuestas a 
sancionar socialmente su comisión (por ejemplo, con el desprecio). Esto significa 
que cuantas más personas cometan un delito, menor será la probabilidad de que se 
produzcan costos sociales asociados a él (Funk, 2005, pp. 524-525). Esto también 
se aplica al revés: cuantas menos personas cometen un delito, mayores son los costos 
sociales de cometerlo; más fuerte es el efecto expresivo de la norma.

Aquí es donde entra en juego la dinámica entre disuasión y expresividad del 
dip. La inclusión y el robustecimiento de crímenes internacionales tiene un doble 
efecto. En primer lugar, se cometen menos delitos debido al efecto disuasorio. En 
segundo lugar, con la disminución de la actividad delictiva, también aumentan los 
costos sociales de cometer delitos y se refuerzan las normas sociales que los sustentan 
(Funk, 2005, p. 528). Así, la disuasión de la norma aumenta simultáneamente su 
función expresiva.

También existe otra dinámica. La disuasión durante un periodo de tiempo más 
largo puede conducir a la formación de hábitos que, por un lado, reduzcan los 
costos de cumplimiento de las normas y, por otro, puedan cambiar gradualmente 
los valores (Wittlin, 2011, pp. 426-427, citando a Ross, 1984, p. 8). Un ejemplo de 
esto es usar el cinturón de seguridad cuando se conduce un coche. Aunque la opi-
nión social no haya cambiado inmediatamente, la rutina creada por la disuasión ha 
conseguido que abrocharse el cinturón sea ahora una norma social clara y firme. 
Wittlin (2011) llama a esta dinámica disuasión a largo plazo (p. 426).

3. Ecocentrismo c. antropocentrismo: En busca de un 

concepto básico de ecocidio
Como hemos visto, la penalización del ecocidio debería apoyarse en un prin-
cipio. Esto plantea la pregunta de cómo podría ser esa criminalización. Aquí 
no estoy proponiendo un delito específico, sino debatiendo el concepto básico. 
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Existen dos enfoques teóricos principales del ecocidio: un modelo ecocéntrico y 
otro antropocéntrico.

El ecocentrismo es una filosofía ecológica que reconoce valores y derechos 
intrínsecos no solo a los seres humanos, sino también a la naturaleza (Gagnon 
Thompson & Barton, 1994, p. 149). Estos valores y derechos son los mismos que 
los de los humanos, por lo que no existe una jerarquía de valores (Brown, 2018; 
Rendón Osorio, 2023, p. 344). Por lo tanto, todas las acciones relevantes para el 
medio ambiente deben tener en cuenta los intereses de la flora, la fauna, los eco-
sistemas e incluso los seres no vivos, como los ríos y las montañas (White, 2018, 
p. 342). El antropocentrismo, por el contrario, sostiene que el ser humano es el 
único portador de valores intrínsecos o, al menos, de valores superiores a los de 
la naturaleza no humana (Brown, 2018; Rendón Osorio, 2023, p. 343). Aunque 
el antropocentrismo priorice los intereses humanos sobre el entorno no humano, 
también puede expresar preocupación por el medio ambiente. Sin embargo, la 
motivación de la protección del medio ambiente responde a intereses humanos 
como la calidad de vida y la salud que dependen de la naturaleza (Gagnon Thompson 
& Barton, 1994, p. 149).

El iep ha sido duramente criticado en la literatura por elegir un enfoque antro-
pocéntrico en su definición de ecocidio (Kersting, 2021; Medlock & White, 2022; 
Rawal, 2022, p. 275; Winter, 2023, pp. 3, 8-25). En este contexto, por regla general, 
se hace hincapié con la mayor precisión posible en todos los elementos antropo-
céntricos de la definición, pero a menudo se justifica poco por qué es preferible un 
enfoque ecocéntrico.

3. 1. ¿Cuál es la posición del hombre?

Cuando examinamos los daños medioambientales que constituyen ecocidio, nos 
damos cuenta rápidamente de que a menudo van de la mano de intereses hu-
manos legítimos (Robinson, 2022, p. 324). Satisfacer incluso las necesidades más 
básicas, como la construcción de viviendas y el suministro de alimentos, conlleva 
significantes emisiones y daños medioambientales (Lazarus, 1995, p. 2422). Aunque 
los daños medioambientales tienen un costo para el medio ambiente, también 
pueden traer importantes beneficios sociales (Faure, 2006, p. 188).

Independientemente de si la contaminación ambiental puede prevenirse com-
pletamente,21 surge la cuestión de si estas emisiones deben evitarse. En otras pala-
bras: ¿debemos los seres humanos anteponer nuestros propios intereses a los del 

21 La interacción humana con el medio ambiente siempre se caracteriza por las emisiones (Lazarus, 1995, 
p. 2422; Robinson, 2022, p. 333).
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medio ambiente? La cuestión de cómo debe comportarse el ser humano con la 
naturaleza no humana es una cuestión ética. La ética, a su vez, es fundamentalmente 
antropocéntrica; los humanos debemos decidir por nosotros mismos cómo actua-
mos (Kirkham, 2024, p. 3). Además, el ser humano está en el centro de todas las 
grandes teorías éticas. Ya sea en la ética deontológica de Kant, en el utilitarismo o 
en la ética de la virtud de Aristóteles, los seres humanos siempre ocupan una po-
sición especial en comparación con la naturaleza no humana. Esto también refleja 
nuestra experiencia de vida: intuitivamente nos diferenciamos de los demás seres 
vivos, por ejemplo, por nuestra inteligencia (Haslam & Loughnan, 2014, pp. 402-
404). Aquí, miramos el mundo a través de una lente antropocéntrica. No solo nos 
vemos a nosotros como la corona de la creación, sino que la naturaleza también 
parece crear exactamente las condiciones que necesitamos para sobrevivir.22 Por 
lo tanto, actuamos y vemos el mundo desde una perspectiva claramente huma-
na (White, 2018, p. 354). La convicción ecocéntrica de que el ser humano no es 
más que un animal entre muchos y que sus intereses no son más importantes que 
los de los demás seres vivos y sistemas (Kopnina, 2013, p. 610) parece contrastar 
fuertemente con la realidad de nuestras vidas y nuestra percepción del mundo. En 
cambio, una visión antropocéntrica, que concede al ser humano un lugar especial 
en la naturaleza, está en armonía con nuestra percepción.

Otra ventaja del antropocentrismo es que incorpora un fuerte componente so-
cial a la protección del medio ambiente (Kopnina, 2016, p. 140). El dia reconoce 
que diferentes Estados y actores pueden tener diferentes responsabilidades en la 
protección del medio ambiente.23 Por ejemplo, el norte global tiene una mayor 
responsabilidad en la protección del medio ambiente debido a que sus emisiones 
históricamente han sido significativamente más altas que las del sur global, que 
no solo tiene emisiones históricas más bajas, sino que también puede tener peores 
condiciones tecnológicas para la protección del clima y el medio ambiente (Sands, 
2000, p. 375). También es posible discutir sobre un interés legítimo en el desarrollo 
económico y el consiguiente aumento del nivel de vida en los países en desa-
rrollo (Segger, 2013, p. 19). Este componente social de la protección del medio 
ambiente no desempeña ningún papel o solo uno muy subordinado en el ecocidio. 
Para el medio ambiente simplemente se aplica: daño es daño, independientemen-
te de que haya sido causado por el norte o el sur global (Winter, 2023, p. 11). En 
cambio, el ecocentrismo se centra en la justicia entre especies y sistemas. Desde 

22 Preston y Shin (2021) demuestran esta tendencia antropocéntrica en humanos en cinco estudios (pp. 
944-954).

23 Ver el principio de responsabilidad común pero diferenciada.
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esta perspectiva, no tiene sentido dividir a las personas en culpables e inocentes 
(Kopnina et al., 2018, p. 117). En lugar de eso, se culpa a la humanidad como especie 
de su impacto medioambiental (Kopnina et al., 2018, p. 118).24 Sin embargo, esto 
ignora el hecho de que los factores socioeconómicos también tienen una gran in-
fluencia en los daños medioambientales causados por el hombre (Cushing et al., 
2015; Holland et al., 2009).

3. 2. ¿Cuáles son los valores de la naturaleza?

Para criminalizar el ecocidio, primero hay que aclarar qué es exactamente el medio 
ambiente y, en particular, qué significa dañarlo. En el comentario a su propuesta 
de ecocidio, el iep reconoce que no existe una definición internacional de medio 
ambiente, pero decidió definir él mismo el término debido a los requisitos del dip.25 
Sin embargo, esta definición no es clara ni específica (Branch & Minkova, 2023, 
p. 61). Cada respuesta a la pregunta de qué es el medio ambiente y qué es el daño 
ambiental da una idea de cómo debería ser el medio ambiente (Branch & Minkova, 
2023, p. 62). Así, se asignan ciertos valores al entorno.

3. 2. 1. Falacia naturalista
La idea de que hay que dejar que los procesos naturales funcionen sin trabas suele 
esgrimirse para justificar una protección del medio ambiente centrada en la ecolo-
gía (Kirkham, 2024, p. 2). Por ejemplo, se argumenta que el ser humano no tiene 
derecho a destruir el equilibrio ecológico del mundo (Watson, 1983, p. 245). “Una 
cosa está bien cuando tiende a preservar la integridad, la estabilidad y la belleza 
de la comunidad biótica y está mal cuando tiende a lo contrario” (Leopold, 1987, 
pp. 224-225).26 Este argumento se basa en la fórmula: si x es natural, entonces x 
es correcto, bueno o recomendable (Sousa, 1980, p. 169). Sin embargo, aquí se 
trata de la llamada falacia naturalista: afirma que no se puede derivar un deber del 
ser (Hudson, 1969; Schnädelbach, 2012, p. 147). La propia naturaleza no nos da 
ninguna pauta normativa para distinguir entre uso legítimo e ilegítimo (Kirkham, 
2024, p. 3). El hecho de que la naturaleza sea como es no significa que tengamos la 
responsabilidad de mantenerla así. Una propiedad fundamental de la naturaleza 
es la dinámica (White, 2018, p. 348). Los ecosistemas cambian, las especies animales 
surgen y vuelven a extinguirse. ¿Por qué habría de ser preferible la naturaleza en 

24 Crítica a esto: Fletcher y Büscher (2016).
25 Define el medio ambiente como: la tierra, su biosfera, criosfera, litosfera, hidrosfera y atmósfera, así 

como el espacio ultraterrestre —“the earth, its biosphere, cryosphere, lithosphere, hydrosphere and 
atmosphere, as well as outer space”— (iep, 2021).

26 “A thing is right when it tends to preserve the integrity, stability, and beauty of the biotic community. It is 
wrong when it tends otherwise.”
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su estado actual a la de hace 1 000 o 100 000 años? ¿Por qué habría de ser preferible 
a la naturaleza en 100 años, sea cual sea su estado? Derivar un juicio normativo 
de esta instantánea aleatoria de la naturaleza es absurdo. Este argumento también 
pinta una imagen errónea de la naturaleza. La naturaleza se presenta como algo 
separado y alienado al ser humano (Kirkham, 2024, p. 3). Los seres humanos no 
forman parte de esta idea romántica de la naturaleza y, por lo tanto, sus influencias 
son antinaturales. Esta naturaleza “virgen” no existe ni ha existido desde hace miles 
de años (Boivin et al., 2016, p. 6393). Por lo tanto, este argumento desconoce que 
los seres humanos forman parte de esta naturaleza y siempre la han moldeado.

3. 2. 2. Valores humanos
Como la naturaleza no nos da valores, tenemos que asignárselos nosotros mismos. 
Sin embargo, no somos capaces de otorgar a la naturaleza valores intrínsecos inde-
pendientes del ser humano. Esto se debe a que nos vemos obligados a contemplar 
el mundo desde una perspectiva humana y a juzgarlo según criterios humanos 
(Gardiner & Thompson, 2015, p. 79). Por lo tanto, nuestras capacidades concep-
tuales están limitadas a nuestra especie (Gardiner & Thompson, 2015, p. 79). Sim-
plemente no podemos pensar como un ciervo o un pez, y menos aún empatizar 
con las plantas o los ríos. Por lo tanto, no podemos saber si nuestras decisiones 
para proteger el medio ambiente sirven realmente a los intereses de otras especies y 
ecosistemas (Rogers & Maloney, 2014, p. 174); si siquiera llegamos a suponer que 
el medio ambiente puede tener intereses comparables a los de nosotros. Solo po-
demos hacer analogías y proyectar nuestros intereses en la naturaleza (Wandesforde- 
Smith, 2016, p. 187). Pero, ¿por qué deberíamos suponer que intereses humanos 
como la salud y la integridad son también relevantes para los ecosistemas? (Gardiner 
& Thompson, 2015, p. 85). Cualquier intento por asignar valores ecocéntricos al 
medio ambiente no solo es completamente arbitrario, sino antropocéntrico 
(Hayward, 1997, p. 56). Todos los valores humanos son valores humanos (Minteer, 
2009).27 Los valores que transferimos a la naturaleza no son intrínsecos, son valores 
e intereses humanos. Un valor del medio ambiente podría ser la diversidad, ya que 
tenemos interés en que el medio ambiente sea diverso y trasladamos este interés al 
medio ambiente como valor. Estos valores no son necesariamente instrumentales, 
sino que pueden ser estéticos, culturales, religiosos, etc.28 Pero, en cualquier caso, 
son antropocéntricos.

27 “All human values are human values.”
28 Asignamos muchos valores no instrumentales diferentes al medio ambiente (di Paola, 2024, p. 5).
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3. 3. 3. Discurso social
Además, no hay acuerdo sobre qué es el medio ambiente ni qué se entiende por 
daño medioambiental (Branch & Minkova, 2023, p. 61). Por ejemplo, un ecologista, 
un geomorfólogo y un indígena definen un río de forma completamente distinta 
(Medlock & White, 2022, p. 148). Nuestra percepción de la naturaleza nunca es obje-
tiva, siempre está determinada por ciertas perspectivas culturales (Latour, 2004, 
pp. 32-41), por eso nuestra idea de la naturaleza cambia con el tiempo y varía 
según nuestro punto de vista (Lien & Law, 2011). También hay cuestiones sin re-
solver al margen de la definición de medio ambiente. Por un lado, es controvertido 
qué valores se asignan al medio ambiente; la complejidad, la diversidad, la integra-
ción y la mutabilidad, por ejemplo, entran en consideración (di Paola, 2024, p. 5). 
Por otro lado, tampoco está claro cómo se asignan exactamente estos valores. ¿Se 
centra la atención en especies concretas o en ecosistemas enteros? ¿Tienen también 
valor los organismos individuales y se aplica esto a todos los animales y plantas? 
(di Paola, 2024, pp. 5-6; Kopnina et al., 2018, pp. 114-115; Medlock & White, 
2022, p. 148; White, 2018, p. 349). Todas estas cuestiones son fundamentalmente 
ideológicas y políticas (White & Kramer, 2015, pp. 387-388). Así pues, cualquier 
enfoque de criminalización del ecocidio refuerza determinadas ideas sobre la natu-
raleza y el lugar del ser humano en ella y legitima los correspondientes estilos de vida. 
Al mismo tiempo, se deslegitiman e incluso criminalizan otras ideas y estilos de 
vida (Branch & Minkova, 2023, p. 64). Para encontrar una solución en este ámbito, 
es necesario un discurso social en el que se negocien los distintos enfoques y valores. 
Dado que el ecocentrismo busca los valores en la naturaleza más que en el ser huma-
no,29 argumenta con valores éticos fijos que no permiten el debate (Kirkham, 2024, 
p. 3). De este modo, los enfoques ecocéntricos ahogan el necesario debate social.

4. ¿Es la CPI el foro adecuado para el ecocidio?
Ahora que hemos aclarado si y cómo el ecocidio debe tipificarse como delito, la 
cuestión sigue siendo cuál es el foro adecuado para la criminalización. Dado que 
no existe un tribunal internacional ambiental en el que se pueda juzgar el ecocidio, 
la cpi es una solución obvia. Así, la incorporación del ecocidio en el Estatuto de 
Roma cuenta con un amplio apoyo en la literatura y la definición de ecocidio del 
iep también se dirige a la cpi. Por lo tanto, a continuación, analizaremos si la cpi es 
realmente el foro adecuado para la criminalización del ecocidio.

29 Aunque ya hemos demostrado que incluso los valores “intrínsecos” de la naturaleza son valores 
humanos.
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4. 1. Responsabilidad penal individual

El dip es un sistema jurídico basado en la responsabilidad penal individual (Sliedregt, 
2012, p. 5). Este principio se desarrolló en los Juicios de Núremberg tras la Segunda 
Guerra Mundial. El tribunal argumentó: “Los crímenes contra el derecho internacio-
nal son cometidos por hombres, no por entidades abstractas, y solo castigando a 
los individuos que cometen tales crímenes pueden hacerse cumplir las disposicio-
nes del derecho internacional” (Judgment of the Nuremberg International Military 
Tribunal 1946, 1947).30 La imposición de responsabilidad penal a los particulares 
fue el intento del tribual de evitar que los autores de actos delictivos se escudaran 
en sus cargos oficiales para eludir un proceso penal (The Charter and Judgment of 
the Nürnberg Tribunal, 1949).

La cpi sigue este enfoque al introducir la responsabilidad penal individual en 
el artículo 25 del Estatuto de Roma. Durante la Conferencia de Roma se debatió 
la inclusión de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en el Estatuto de 
Roma, pero estas propuestas fueron rechazadas (van Den Herik & Letnar Cernic, 
2010, pp. 725-743). Incluso si fuese posible atribuir actos delictivos de Estados 
y organizaciones a individuos, la restricción de los posibles perpetradores a las 
personas físicas es una de las principales deficiencias de la responsabilidad penal 
individual (Palarczyk, 2023, p. 171). Por lo tanto, debemos preguntarnos si la 
limitación a la responsabilidad penal individual es compatible con los objetivos de 
incorporar el ecocidio al Estatuto de Roma.

4. 2. Enjuiciamiento efectivo del ecocidio

La propuesta de un nuevo delito de ecocidio va acompañada de la esperanza de 
que este pueda desempeñar un papel importante en la lucha contra los delitos 
medioambientales. Como ya hemos visto, puede tener un efecto disuasorio y expresi-
vo. La fuerte estigmatización causada por el ecocidio se ve respaldada por el hecho 
de que la cpi no precisa a todos los presuntos autores, sino solo a los máximos 
responsables. Este principio no está consagrado en el Estatuto de Roma —el 
artículo 1 solo se refiere a las “personas”—, pero se introdujo en el documento de 
política de 2003: “la Fiscalía debe centrar sus esfuerzos y recursos de investigación 
y enjuiciamiento en quienes tienen la mayor responsabilidad, como los líderes del 
Estado o de la organización presuntamente responsable de esos crímenes” (Paper  
 
 

30 “Crimes against International Law are committed by men, not by abstract entities, and only by punishing 
individuals who commit such crimes can the provisions of International Law be enforced.”
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on some policy issues before the Office of the Prosecutor, 2003, p. 7).31 Esta práctica 
se confirmó, por ejemplo, en la decisión sobre la orden de arresto contra Thomas 
Lubanga (Prosecutor v. Lubanga Dyilo, 2006, pp. 50-63). Por lo tanto, para saber si 
la responsabilidad penal individual tiene sentido en el caso del ecocidio, primero 
debemos analizar quiénes son los máximos responsables del delito.

Los productores industriales de co2 son responsables de la inmensa mayoría de 
las emisiones mundiales de gases de efecto invernadero (gei) y, por tanto, son un 
objetivo predestinado para la persecución del ecocidio. Por un lado, las 90 empre-
sas más grandes producen el 63 % de las emisiones mundiales de co2 y metano 
(Heede, 2014, p. 234); por otro, más de la mitad de las emisiones industriales de co2 se 
produjeron después de la creación del ipcc,32 es decir, después de que se conociera 
científica y públicamente el cambio climático provocado por el hombre (Frumhoff 
et al., 2015, p. 159; Palarczyk, 2023, p. 171).33 En otras palabras, la mayor parte de las 
emisiones mundiales de gei fueron causados por unas pocas empresas que dispo-
nían de conocimientos fiables sobre el efecto del co2 en el clima.

A partir de esto, parece lógico perseguir a esos carbon majors como máximos 
responsables del ecocidio. Desafortunadamente, son precisamente estos carbon 
majors quienes están fuera de la jurisdicción de la cpi. Como se ha explicado an-
teriormente, la cpi no puede enjuiciar a empresas como personas jurídicas. Esta 
falta de jurisdicción es un obstáculo importante para el enjuiciamiento efectivo 
del ecocidio (Pereira, 2020, p. 219). La única manera de exigir responsabilidades 
a estas empresas a través de la cpi es procesar a sus altos cargos. A primera vista, 
puede parecer una buena solución, ya que los ceo tienen cierto grado de control 
sobre su empresa y, por tanto, deberían poder responder por las acciones de esta. 
Sin embargo, a segunda vista, la responsabilidad individual por las acciones de las 
empresas puede ser muy problemática. Uno de los problemas de la responsabilidad 
individual es que a menudo los actores pueden esconderse detrás de sus empresas 
para eludir el proceso penal (Pereira, 2020, p. 219). Los ceo no cometen delitos 
medioambientales por sí mismos, sino a través de sus empresas. Por lo tanto, para 
exigirles responsabilidades, la cpi debe atribuirles los actos de la empresa.

31 “The Office of the Prosecutor should focus its investigative and prosecutorial efforts and resources on 
those who bear the greatest responsibility, such as the leaders of the State or organisation allegedly 
responsible for those who crimes.”

32 Intergovernmental Panel on Climate Change.
33 Discuto la responsabilidad asociada de los consumidores en D. I. 2.
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4. 2. 1. Posibilidades de atribución
Existen varias posibilidades de atribución en el Estatuto de Roma. En primer lugar, 
se podría pensar en una comisión conjunta de ecocidio en el seno de una empresa, de 
conformidad con el artículo 25(3)(a) del Estatuto de Roma. La coautoría requiere 
dos o más autores que contribuyan significativamente al delito. Sus contribuciones 
al delito son mutuamente atribuibles, de modo que cada coautor es responsable 
de todo el delito (Elies, 2012, p. 99). Aunque no todos los autores tienen que estar 
implicados en la fase de ejecución del delito (Prosecutor v. Lubanga Dyilo, 2007, 
332), la coautoría se centra en la cooperación de los autores (Elies, 2012, p. 100). 
Esto significa que debe existir un plan común para cometer el delito; no basta con 
motivar a cometer el delito (Prosecutor v. Lubanga Dyilo, 2007, 343-345). Este com-
portamiento de colaboración y responsabilidad mutuamente atribuible de emplea-
dos y directivos es casi inconcebible en una empresa jerárquica. Un plan común 
para cometer un delito entre delincuentes de igual rango no suele existir en tal  
relación de subordinación. También parece absurdo responsabilizar a los empleados 
corrientes de las acciones del director general. Por tanto, la coautoría no des-
cribe correctamente la dinámica de las empresas ni es adecuada para atribuir a 
los directores generales las acciones de su empresa.

Otra posibilidad es la autoría mediata, de conformidad con el artículo 25(3)(a) 
del Estatuto de Roma según el cual los dirigentes pueden ser procesados si come-
ten el delito “por conducto de otro”. En el caso del ecocidio, la justificación más 
convincente de la autoría mediata es el dominio sobre la voluntad de los subordi-
nados en las estructuras organizadas de poder (Prosecutor v. Bemba Gombo, 2008, 
78). En el caso Katanga, se definieron los requisitos objetivos para esta forma de 
autoría mediata (Prosecutor v. Katanga, 2008, 512-516; 528-529; 537-539). Los fac-
tores decisivos son las fuertes relaciones jerárquicas en la organización y una es-
tructura de poder que garantice el cumplimiento automático de las órdenes de los 
superiores (Olasolo, 2012, p. 103). El control sobre los subordinados es tan fuerte 
que ya no actúan de forma autónoma (Singhania, 2022). Dado que este tipo de es-
tructuras de poder se encuentra principalmente en las organizaciones militares, 
esta autoría mediata se dirige a los altos dirigentes políticos y militares (Olasolo, 
2012, p. 119). Aunque también puede haber jerarquías fuertes en las empresas, no 
existe un cumplimiento automático y heterónomo de las órdenes, especialmente 
en el caso de actos delictivos. Así, las órdenes directas de los superiores son atípi-
cas en las empresas, más bien se delegan tareas y se da margen de maniobra a los 
empleados para su cumplimiento. Debido a esta autonomía de los empleados y 
directivos en todos los niveles jerárquicos, en las empresas no suelen cumplirse los 
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estrictos requisitos de la autoría mediata, especialmente el control por los superiores 
(Granik, 2015, p. 989). Por lo tanto, la autoría indirecta tampoco es adecuada para 
responsabilizar a los directores generales de las acciones de sus empresas.

Además, los dirigentes podrían ser considerados cómplices, encubridores o co-
labores de crímenes en virtud del artículo 25(3)(c) del Estatuto de Roma. Aquí, sin 
embargo, el estatuto establece un estándar de mens rea más alto (Ventura, 2020, 
pp. 1158-1164) y exige una acción “con el propósito de facilitar la comisión de ese 
crimen”.34 Esto va acompañado de importantes problemas prácticos (Plomp, 2014, 
p. 14). Así, es muy difícil probar este propósito en cuanto a la facilitación del delito, 
especialmente en empresas donde el beneficio económico suele ser el principal 
objetivo. Esto también descarta la complicidad u otro tipo de apoyo como medio 
eficaz para responsabilizar a los ejecutivos de la empresa.

El enfoque más prometedor para responsabilizar a los individuos de una empresa 
es la responsabilidad del superior (Singhania, 2022). La responsabilidad de los 
superiores civiles está regulada en el artículo 28(b) del Estatuto de Roma, el cual 
establece que un superior puede ser considerado penalmente responsable por los 
delitos cometidos por subordinados bajo su autoridad y control efectivo. Para ser 
responsable, el superior debe dejar de tomar todas las medidas necesarias y razo-
nables a su alcance para prevenir o reprimir la comisión del delito o para permitir 
que se castigue al subordinado.

La responsabilidad del superior como concepto jurídico se basa en el derecho 
militar (Bassiouni & Manikas, 1996, p. 346). Trasladar este concepto a los superiores 
civiles parece cuestionable, ya que las estructuras de mando militares y civiles no 
son comparables (Weigend, 2004, p. 1011). Las jerarquías en las empresas, espe-
cialmente en las corporaciones multinacionales, son mucho más complejas que 
en el ejército. Sin embargo, para poder condenar a los superiores civiles, las 
estructuras jerárquicas deben ser claramente reconocibles (van Den Heede, 2022, 
p. 444). Una diferencia clave entre la responsabilidad de los superiores militares 
y civiles es que estos últimos solo son responsables de los delitos que “guardaren 
relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo” (art. 28(b)(ii), 
Estatuto de Roma). Esta reiteración del requisito del control efectivo reconoce que 
los superiores civiles suelen tener menos control sobre sus subordinados que los 

34 No está claro si el requisito de propósito de la acción del artículo 25(3)(c) del Estatuto de Roma sustituye 
o simplemente complementa el artículo 30. La complementación significaría que el propósito solo tiene 
que estar presente en relación con las acciones del participante, no en relación con las acciones del 
delincuente principal (Ventura, 2020, p. 1160). Sin embargo, dado que difícilmente puede imaginarse un 
caso en el que el participante actúe con el propósito de facilitar el delito sin que el propósito se extienda 
a la comisión del delito en sí, la discusión aquí es superflua.
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mandos militares (Vries, 2023, p. 241). El control en las jerarquías civiles es menos 
estricto; por ejemplo, los superiores civiles no suelen tener las mismas posibili-
dades de sancionar a los subordinados que un jefe militar (Ambos, 2002, p. 840). 
Esta consideración de control en las jerarquías civiles es una buena forma de dar 
cuenta de las diferencias entre las organizaciones civiles y militares, pero también 
complica el seguimiento de los ceo y otros líderes civiles. Debido a las jerarquías 
desligadas en las empresas, cuanto más alto es el cargo del acusado en la empresa, 
más difíciles resultan los juicios (Parker, 2012, p. 23). Sin embargo, estos altos lí-
deres son precisamente las personas con más probabilidades de ser los máximos 
responsables de los delitos de la empresa. Incluso si los altos directivos sintieran el 
riesgo de incurrir en responsabilidad, las empresas podrían adaptar sus estructuras 
jerárquicas para evitar que estas personas entren en el ámbito de la responsabilidad 
del superior (van den Heede, 2022, p. 445).

4. 2. 2. Responsabilidad de las empresas
Una alternativa a la responsabilidad penal individual por ecocidio es un sistema 
de responsabilidad penal corporativa.35 Pero, ¿sería eso mejor? A primera vista, la 
responsabilidad penal de las empresas no es una solución obvia. A diferencia de 
los particulares, simplemente no se puede encarcelar a las empresas. Aunque existe 
un considerable debate académico sobre si la responsabilidad penal corporativa es 
más eficaz que la responsabilidad civil de las empresas (Khanna, 1996), la respon-
sabilidad de las empresas per se tiene algunas ventajas claras sobre la responsabi-
lidad penal individual. Una ventaja es la pérdida de reputación que conlleva una 
condena penal, especialmente en casos de grandioso error corporativo (Khanna, 
1996, p. 1509).36 La publicidad internacional negativa que rodea a los procesos 
penales internacionales pone en peligro la reputación de la empresa. Esto aumenta 
el efecto disuasorio del delito, ya que es más probable que las empresas cambien su 
comportamiento si su reputación se ve afectada que si “solo” sus dirigentes están en 
peligro (Aparac, 2020). Esto se debe a que la pérdida de reputación va unida a los 
daños económicos (Haslem et al., 2017, pp. 327-329). Otra ventaja es que la respon-
sabilidad corporativa evitaría los problemas ya comentados de la responsabilidad 
del superior. No en vano, la responsabilidad del superior se considera una de las 
teorías de responsabilidad más complejas del derecho internacional (Elies, 2012, 

35 Con ello no se pretende sustituir la responsabilidad penal individual, sino complementarla (en favor, 
por ejemplo, Scarpello et al., 2021).

36 “Grandiose corporate wrong.”
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p. 209).37 Así pues, basarse en la responsabilidad penal de las empresas puede 
facilitar los casos de ecocidio y dar lugar a condenas más eficaces.

4. 3. Narrativas abreviadas

La insuficiente eficacia en el enjuiciamiento de los responsables de ecocidio no es 
el único argumento contra la responsabilidad penal individual. La cpi ha sido criti-
cada durante mucho tiempo por producir narrativas abreviadas sobre las causas, la 
dinámica y los autores de crímenes masivos, que resultan de su énfasis en la acción 
individual (Branch & Minkova, 2023, pp. 67-77).

Los crímenes internacionales no pueden reducirse ni a causas exclusivamente 
estructurales ni a causas exclusivamente individuales. Solo la combinación de 
motivos individuales y condiciones estructurales subyacentes puede producir los 
peores crímenes internacionales (Neubacher, 2005, pp. 241-246). Los desencade-
nantes estructurales son, por ejemplo, la concentración de poder, la deshumaniza-
ción, las situaciones de conflicto social y la distribución asimétrica de los recursos 
(Khakzad, 2015, pp. 36-53).

Las causas estructurales desempeñan un papel aún más decisivo en el ecocidio 
que en otros crímenes internacionales. En 2019, el 34 % de las emisiones antropo-
génicas de gei procedieron del sector energético, el 24 % de la industria y el 22 % 
de la agricultura, la silvicultura y otros usos del suelo (ipcc, 2022, p. 12). Gran parte de 
estas emisiones se deben a nuestra cultura consumista. Por tanto, para combatir el 
cambio climático es necesario un cambio social a gran escala. Como dice Darryl 
Robinson (2022): “Necesitamos un doloroso replanteamiento de las actuales acti-
tudes consumistas y de los actuales niveles de vida. Necesitamos reformas de gran 
alcance en nuestras sociedades, culturas y tecnologías para hacer la transición 
hacia una existencia humana verdaderamente sostenible” (p. 334).38 La respon-
sabilidad penal individual por ecocidio contradiría el compromiso con el cambio 
social. Quita la responsabilidad del cambio climático de las causas estructurales 
y sociales y la atribuye al comportamiento individual. Así, la responsabilidad penal 
individual responsabiliza a unos pocos de los actos de las masas condenando a los 
“máximos responsables” pero ignorando las condiciones subyacentes (Bikundo, 
2012, p. 32). Esto no solo ignora la complejidad de la dinámica del cambio climáti-
co, sino que también puede ser perjudicial para la protección del clima. Al condenar 
y estigmatizar únicamente a los máximos responsables, la cpi legitima otro tipo de 

37 “One of the most complex liability theories in international law.”
38 “We need painful rethinking of current consumerist  attitudes and current standards of living. We 

need far-reaching reforms in our societies, cultures, and technologies in order to transition to a truly 
sustainable human existence.”
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daños medioambientales, en particular la preservación de las mismas estructuras 
que han contribuido ampliamente al cambio climático (Nesiah, 2016, pp. 212-213). 
Si la cpi dice que solo los peores criminales tienen la culpa del cambio climático, eso 
debe significar que se acepta mi propio comportamiento. En otras palabras, la culpa-
bilidad individualizada puede contribuir al mito de la inocencia colectiva (Fletcher 
& Weinstein, 2002, p. 580).

El derecho penal puede contribuir a evitar nuevos daños medioambientales y 
contribuciones al cambio climático mediante la disuasión y la expresividad. Para 
ello, sin embargo, debe comunicar quién es responsable de estas contribuciones. 
Como hemos visto, la responsabilidad penal individual solo ofrece una imagen 
abreviada de la responsabilidad. Esto podría llevar a legitimar daños medioambien-
tales que están fuera del radar. Por lo tanto, es importante ampliar el alcance de la 
responsabilidad por ecocidio.

5. Aplicación selectiva de la CPI
Una de las esperanzas asociadas a la incorporación del ecocidio en el Estatuto de 
Roma es que los procesos no solo protejan el clima, para impedir nuevos da-
ños climáticos, sino que decolonicen el dip, para poner de relieve los crímenes 
medioambientales de los poderosos (Mührel, 2022, p. 338). Esto incluye la condena 
de altos cargos de empresas que operan en el norte global y de empresas trans-
nacionales que explotan recursos naturales en el sur global (Branch & Minkova, 
2023, pp. 69-70).

La acusación de colonialismo a la cpi va de la mano de la crítica a su aplicación 
selectiva (Cárdenas Rodríguez et al., 2021). Las investigaciones y los juicios de la 
cpi se centran principalmente y, según algunos autores, exclusivamente (Bikundo, 
2012, p. 27) en los crímenes cometidos en África por africanos. Así, ninguna per-
sona del norte global ha sido condenada por la cpi (Branch & Minkova, 2023, 
p. 69). Los Estados africanos y la Asamblea de la Unión Africana ya han expresado 
su descontento con esta práctica y con la cpi en su conjunto a través de diversos 
canales (Nyawo, 2017, p. 93).

Pero incluso al margen de la acusación de colonialismo, la cpi parece seguir en 
gran medida las líneas del poder político. A continuación, analizaremos las razones 
de la aplicación selectiva de la cpi y mostraremos cómo puede influir en la perse-
cución efectiva del ecocidio.

La cpi tiene tres maneras de obtener jurisdicción sobre una situación, estable-
cidas en el artículo 13 del Estatuto de Roma: la remisión de una situación por un 
Estado Parte, la remisión por el Consejo de Seguridad de la onu y la investigación 
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proprio motu por el Fiscal de la cpi. Cada uno de estos tres mecanismos favorece la 
aplicación selectiva observada.

5. 1. Remisión por un Estado Parte

La remisión de una situación por un Estado Parte se rige por el artículo 14 del Esta-
tuto de Roma. Establece que cualquier Estado Parte puede remitir una situación al 
Fiscal y pedir una investigación. El Estatuto de Roma no distingue entre distintas 
formas de remisión, pero en la práctica han surgido dos grupos: la remisión por un 
tercer Estado Parte y la autorremisión (Nakashidze, 2022).

Las autorremisiones son susceptibles de ser utilizadas para intereses políticos. 
En las investigaciones de situaciones autorremitidas, por ejemplo, en Uganda y la 
República Democrática del Congo, el Fiscal se centró en los principales miembros de 
movimientos rebeldes y oposiciones políticas (Branch & Minkova, 2023, pp. 68-69). 
Los sujetos de estas investigaciones, en general, están unidos por la falta de res-
paldo político de los Estados africanos o de las potencias occidentales (Branch & 
Minkova, 2023, p. 69). En otras palabras, los gobiernos utilizan las investigaciones 
de la cpi como instrumento para perseguir y silenciar a la oposición política. Esta 
percepción de parcialidad y aplicación selectiva se vio reforzada por la situación 
de Uganda, cuando el presidente, Yoweri Museveni, y el Fiscal de la cpi, Moreno 
Ocampo, aparecieron juntos en una conferencia de prensa durante el anuncio de la 
remisión (Nyawo, 2017, p. 121). Además, no se ha emitido ni una sola orden de 
arresto contra miembros de las Uganda Peoples’ Defence Forces (Nyawo, 2017, 
p. 121), a pesar de que varios informes demuestran que estas, en el norte de Uganda, 
han violado el dip (Human Rights Watch, 2005). Asimismo, las autorremisiones no 
se utilizan para procesar a personas que ocupan actualmente posiciones de poder, 
ya que son precisamente estas personas las que remiten la situación a la cpi. Como 
hemos visto, tienden a dirigirse contra la oposición política.

Pero, ¿qué hay de las remisiones de terceros Estados Parte? Los Estados Parte 
también pueden remitir la situación de otro Estado Parte al Fiscal, lo que a primera 
vista evita los problemas de abuso de poder. En primer lugar, es muy poco probable 
que los aliados políticos utilicen este mecanismo entre sí, ya que se consideraría 
un acto hostil. Pero incluso aparte de los aliados políticos, las consecuencias de las 
remisiones de terceros Estados Parte en las relaciones internacionales y diplomáti-
cas entre los Estados afectados son considerables (Schabas, 2017, p. 159). Esta es la 
razón por la que las acciones interestatales rara vez se utilicen en el derecho inter-
nacional y, si se utilizan, normalmente solo se emplean contra Estados con los que 
ya existe un conflicto grave (Nyawo, 2017, p. 108; Piernas López, 2015, p. 328). Así, 
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incluso las remisiones de terceros Estados Parte solo se utilizan de forma selectiva 
para atacar a los opositores políticos o proteger a los aliados.

5. 2. Remisión por el Consejo de Seguridad de la ONU

La segunda vía por la que la cpi adquiere competencia sobre una situación es a 
través del Consejo de Seguridad de la onu. El papel del Consejo de Seguridad 
en la cpi fue muy criticado no solo por los Estados africanos, sino también por la 
India, entre otros, ya que se temía que esta se viera influida políticamente como 
consecuencia de ello (Nyawo, 2017, pp. 102-103).39 Primero, queremos analizar si 
las remisiones del Consejo de Seguridad también contribuyen a la aplicación se-
lectiva de la cpi. Aunque este es la autoridad internacional encargada de mantener 
la paz y la seguridad, no hay pruebas consistentes de que logre dicho objetivo. Por 
el contrario, los cinco miembros permanentes protegieron a algunos de los peores 
criminales del mundo durante la Guerra Fría (Nyawo, 2017, p. 105). Además, estos 
pueden utilizar su derecho de veto para evitar que el Consejo de Seguridad remita 
cualquier situación indeseable. Así, Rusia ejerció su derecho de veto 14 y China 8 
veces para impedir una resolución del Consejo de Seguridad sobre Siria (Security 
Council Report, 2024). Los Estados Unidos han utilizado su derecho de veto un 
total de 84 veces, la mayoría para bloquear resoluciones contrarias a los intereses 
de su aliado Israel. Sin embargo, la influencia del derecho de veto va más allá de su 
uso real. Ya la mera amenaza de veto puede debilitar las resoluciones o impedirlas 
por completo.40

Esta selectividad en favor de los miembros permanentes es especialmente grave, 
ya que estos cinco Estados y sus aliados se ven implicados con mayor frecuencia en 
conflictos internacionales.41 Además, tres de los cinco miembros permanentes —los 
Estados Unidos, el Reino Unido y Francia— son potencias occidentales, lo que 
significa que ellos y sus aliados siempre pueden ejercer una fuerte influencia en las 
decisiones del Consejo de Seguridad. La misma influencia falta al sur global, que 
no está representado en absoluto entre los miembros permanentes. Por lo tanto, 
está claro que las remisiones del Consejo de Seguridad de la onu también están 
sujetas a una aplicación selectiva en favor de los poderosos (y mayoritariamente 
occidentales) miembros permanentes y, de nuevo, en detrimento del sur global.

39 Más adelante hablaremos de la influencia del Consejo de Seguridad, en particular de sus miembros 
permanentes, en las investigaciones de la cpi.

40 Ver la influencia del inminente veto de China en la situación de Darfur (Trahan, 2020, pp. 302-342).
41 En la guerra de Afganistán (2001-2021), la guerra de Iraq (2003-2011) y, por supuesto, la guerra de Ucrania 

(2022-hoy), por citar algunas.
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5. 3. Investigación proprio motu

El último mecanismo de la cpi para obtener jurisdicción sobre una determinada 
situación es la investigación proprio motu del Fiscal con arreglo al artículo 15  
del Estatuto de Roma. Al tratarse del único mecanismo sin participación directa de 
Estados, uno podría esperar que las investigaciones proprio motu estén menos 
sujetas a la influencia política y, por lo tanto, sean menos selectivas. Sin embargo, 
el Fiscal depende de la participación del Estado para llevar a cabo sus investi-
gaciones. Como resultado, parece que el Fiscal es reacio a utilizar sus poderes 
proprio motu por temor a perder la necesaria cooperación de los Estados impli-
cados (Nyawo, 2017, p. 84). Esta vacilación se ve reforzada en la relación con los 
Estados poderosos, cuya aceptación de la corte influye considerablemente en su 
relevancia internacional. Un ejemplo de ello es la acción militar del Reino Unido en 
Iraq. Aunque el Fiscal encontró una base razonable para creer que se habían co-
metido crímenes de la competencia de la cpi, no inició una investigación porque 
los crímenes no alcanzaban el nivel de gravedad requerido (Office of the Prose-
cutor, 2006). Sin embargo, esto parece ser principalmente una justificación de la 
decisión política de no investigar las acusaciones de atrocidades por parte del 
ejército británico (Schabas, 2008, p. 21). Esta impresión se vio reforzada por la 
publicación de documentos de WikiLeaks que sugieren que el Fiscal de la cpi 
quería deshacerse de los problemas de Iraq en lugar de iniciar investigaciones 
(Schabas, 2012, p. 86).

Otro ejemplo de ello es la situación en Afganistán. La Sala de Cuestiones Preli-
minares consideró que la Fiscal jefe tenía base suficiente para creer que el ejército 
estadounidense, la cia, los talibanes y las Fuerzas de Seguridad Nacional afga-
nas habían cometido crímenes relevantes para la cpi. Sin embargo, rechazó la 
solicitud de investigación por el “interés de la justicia” (art. 53(1)(c), Estatuto de 
Roma). Entre otros, temía no recibir la cooperación necesaria de los actores per-
tinentes y crear hostilidad hacia el tribunal, lo que podría afectar negativamente 
su trabajo (Situation in the Islamic Republic of Afghanistan, 2019, pp. 87-96). 
Luis Moreno Ocampo, primer Fiscal jefe de la cpi, quien también llevó a cabo el 
examen preliminar de la situación en Afganistán, criticó a los jueces por utilizar 
erróneamente el “interés de la justicia” como criterio en esta decisión, pues susti-
tuyeron las normas jurídicas por sus opiniones políticas (Ocampo, 2022, p. 424). 
No parece descabellado que en esta decisión haya influido la amenaza de los ee. uu.  
de denegar visados a los implicados en dicha investigación (Rona, 2019). Pero 
incluso si no fuera así, esta decisión parece ser la admisión por parte de la cpi de 
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que el enjuiciamiento de Estados poderosos por su parte está condenado al fracaso 
desde el principio (Whiting, 2019).42

El Fiscal apeló, y el 5 de marzo de 2020, la Sala de Apelaciones revocó la decisión 
de la Sala de Cuestiones Preliminares y autorizó a la Fiscalía a iniciar investigaciones 
en Afganistán. En respuesta, los Estados Unidos sancionaron a dos funcionarios 
de la cpi, incluida la Fiscal jefe, Fatou Bensouda. Entre otras cosas, esto dio lugar 
a la congelación de activos, la prevención de transacciones con las personas 
sancionadas y la amenaza de nuevas sanciones para personas que prestan apoyo 
material (Anderson, 2020). En este contexto, no es sorprendente que el siguiente 
Fiscal jefe de la cpi, Karim A. A. Khan, dejara fuera todos los posibles crímenes 
cometidos por los ee. uu. y sus aliados en la investigación de la situación en Afga-
nistán (Khan, 2021).

Cabe señalar que al evitar conflictos con las principales potencias mundiales, 
como el Reino Unido, los ee. uu. y Rusia (hasta la guerra con Ucrania), al no iniciar 
investigaciones proprio motu contra ellos, la cpi ha mantenido su importancia en 
el dip y su aceptación, al menos en el norte global. Sin embargo, esta práctica es 
otro ejemplo perfecto de la aplicación selectiva de la cpi en favor de las grandes 
potencias mundiales.

6. Consecuencias para el ecocidio
Por último, debemos preguntarnos qué implicaciones tienen nuestras conclusio-
nes sobre la aplicación selectiva de la cpi y la responsabilidad penal individual 
para la introducción del ecocidio. Este delito está vinculado a la esperanza de que 
la cpi abandone por fin su doble rasero persiguiendo los daños medioambientales 
causados por empresas occidentales en África, por ejemplo (Carpenter, 2021). Sin 
embargo, no hay garantías, ni siquiera indicios, de que la cpi consiga evitar su 
aplicación selectiva en el enjuiciamiento del ecocidio, ya que estaría sujeta a la 
misma presión para ceder ante los Estados, especialmente las potencias mundiales 
(Branch & Minkova, 2023, p. 70). Es mucho más probable que la cpi traslade sus 
procesos selectivos al ecocidio, con lo que dañará aún más su reputación y legitimi-
dad. Esto es particularmente grave porque uno de los rasgos esenciales del ecocidio 
es su carácter inseparable del poder y de la autoridad política y social significativa 
(Medlock & White, 2022, p. 153). Sin embargo, como hemos visto, la cpi rara vez 
o nunca procesa a las personas que ocupan estos cargos, tanto a escala mundial (el 

42 “If it is true that the Court can only succeed where it has international support, doesn’t that mean that 
it will often be unable to proceed against powerful states, whether they are States Parties or non-States 
Parties? Probably yes.”
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norte global) como regional (los gobernantes estatales). De este modo, al perseguir 
el ecocidio, la cpi podría centrar sus investigaciones en los dirigentes políticos y 
empresariales pequeños y locales, en lugar de apuntar a los grandes actores indus-
triales extranjeros (Branch & Minkova, 2023, p. 71). En estas condiciones, cabe 
preguntarse si los autores de daños medioambientales de los países industriali-
zados serían siquiera enjuiciados (Werle & Jeßberger, 2020, p. 116). Sin embargo, 
estos son los “máximos responsables” de los ecocidios y, por lo tanto, deberían ser 
el objetivo real de la cpi. Además, también se reduce la protección del medio am-
biente, ya que el efecto expresivo y disuasorio del dip se limita así a actores locales 
y, desde una perspectiva global, insignificantes, dejando fuera a los autores de los 
mayores daños ambientales. Todo ello llevaría a un enjuiciamiento por ecocidio 
que ni protege verdaderamente el medio ambiente ni responde a las críticas sobre 
la selectividad de la cpi.

Así pues, la cpi en su forma actual no es el foro adecuado para enjuiciar de manera 
eficaz y justa el ecocidio y, por lo tanto, no puede utilizarse como el instrumen-
to deseado para la protección del medio ambiente. Por el contrario, incorporar el 
ecocidio al Estatuto de Roma alimentaría sus críticas y dañaría aún más su credi-
bilidad y reputación.

7. Solución propuesta: La declaración de ecocidio
Pero si la cpi, en su forma y práctica actual, desaparece como foro más obvio, ¿qué 
alternativas existen para criminalizar el ecocidio? Esta pregunta va mucho más allá 
del alcance de este ensayo. No obstante, me gustaría considerar brevemente algu-
nas posibilidades: dos opciones son la creación de un tribunal internacional 
ambiental (Aditi & Charu, 2021, p. 633; Dehan, 1992; Hey, 2000; Pedersen, 2012) 
o una convención sobre ecocidio (Falk, 2014; Serra Palao, 2020). Estos dos ins-
trumentos podrían adaptarse específicamente al ecocidio y, por lo tanto, enfocar 
la criminalización de forma más flexible de lo que es posible incorporándola al 
Estatuto de Roma. Sin embargo, la creación de tales tratados e instituciones es un 
proceso que lleva mucho tiempo (Ahmed & Mustofa, 2016, p. 7; Dupuy, 1991, 
p. 431). En cambio, para proteger eficazmente el clima y el medio ambiente, debemos 
actuar ahora mismo.

La formulación de una declaración de ecocidio es, por ello, una alternativa inte-
resante. Dado que las declaraciones, a diferencia de los acuerdos internacionales, 
no dependen de la ratificación de los Estados, pueden influir más rápidamente en 
el comportamiento de estos (Ahmed & Mustofa, 2016, p. 8). Además, las decla-
raciones como soft law no son jurídicamente vinculantes. Esto significa que los 
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“costos de contratación” son menores, lo que facilita que los Estados se sumen a 
las declaraciones al no tener que temer responsabilidades (Abbott & Snidal, 2000, 
pp. 434-436).

A primera vista, esta solución parece menos ambiciosa que la penalización en 
el Estatuto de Roma o en una convención sobre ecocidio, pero el soft law también 
puede ser un instrumento muy eficaz en el derecho internacional. Por ejemplo, la 
Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano de 1972, que tam-
poco es jurídicamente vinculante, fue el detonante de un inmenso desarrollo del 
dia, que ha llevado a la creación, ratificación y aplicación de una amplia gama de 
instrumentos jurídicos y documentos de política a nivel nacional e internacional 
(Atapattu, 2012, pp. 200-201). Incluso, fuera del ámbito jurídico, el soft law desem-
peña un papel importante, al influir en las decisiones políticas (Ahmed & Mustofa, 
2016, p. 10; Dupuy, 1991, p. 429). De este modo, puede impulsar el cambio social 
necesario para la protección del medio ambiente y el clima.

Otra ventaja es que el soft law destaca en términos de coordinación y armonización 
a nivel internacional (Guzman & Meyer, 2010, pp. 188-192). Esto es crucial para 
el ecocidio. Por ejemplo, una declaración de ecocidio puede proporcionar las defi-
niciones necesarias de medio ambiente y daño medioambiental, así como debatir 
cuestiones sobre el daño medioambiental socialmente aceptable.

Ciertamente, una declaración no vinculante sobre ecocidio no tiene el mismo 
efecto disuasorio y expresivo que la incorporación del ecocidio en la cpi (Guzman 
& Meyer, 2010, p. 196). No obstante, la elaboración de una declaración no significa 
que tengamos que prescindir de otros instrumentos jurídicamente vinculantes. Por 
el contrario, el soft law suele tenerse en cuenta en la creación del derecho vinculante 
y puede diseñarse para que encaje perfectamente en los acuerdos internacionales 
(Ahmed & Mustofa, 2016, p. 14; Dupuy, 1991, p. 429). Así, el soft law constituye 
una parte importante del derecho vinculante de mañana (Dupuy, 1991, p. 433).

Por lo tanto, una declaración de ecocidio puede ser un medio para influir di-
rectamente en la política y la práctica de los Estados y allanar el camino para 
instrumentos jurídicamente vinculantes como una convención de ecocidio o la 
implementación del ecocidio en una cpi reformada.

8. Resultado
Resumamos nuestras conclusiones. Primero, hemos demostrado que, aunque la 
armonización del dia y dip no está exenta de problemas, existen formas de diseñar 
el ecocidio de manera que cumpla los requisitos del dip sin perder por completo el 
ámbito discrecional típico del dia. Vale la pena buscar aquí una solución, ya que 
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el ecocidio no solo puede evitar daños medioambientales por su efecto disuaso-
rio y expresivo, sino que también puede contribuir al cambio social. Nos dimos 
cuenta de que un enfoque antropocéntrico es preferible para la criminalización del 
ecocidio debido a nuestras limitaciones conceptuales y a la realidad de nuestras 
vidas, así como a la posibilidad de llevar a cabo importantes debates sociales. Por 
último, hemos demostrado que la cpi no es el foro adecuado para la criminalización 
del ecocidio. La responsabilidad penal individual no es el enfoque adecuado para 
perseguir el ecocidio. Además, existe un gran peligro de que la cpi traslade su apli-
cación selectiva al ecocidio y frustre así las esperanzas depositadas en el crimen. 
Una alternativa es la creación de una declaración de ecocidio. Esta podría cambiar 
rápida y eficazmente el comportamiento ecológico de los Estados y allanar el camino 
para la creación de instrumentos jurídicamente vinculantes en el dip.
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